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Informe sobre la libertad de
información en Catalunya
1992
—Josep Ramon González Cabezas—
Presidente de la Comisión de Defensa
del Col·legi de Periodistes de Catalunya
Un año más, la Comisión de Defensa del
Col·legi de Periodistes de Catalunya
presenta —mediante la revista
Capçalera— su Informe, en el que se
incluyen todos aquellos casos puntuales
en que determinados periodistas han
hallado impedimentos concretos para el
normal desarrollo de su labor informativa
y así lo han denunciado a la Comisión.
Asimismo, el Informe reúne aquellas
intervenciones de oficio por las cuales el
Colegio denuncia hechos y situaciones
que lesionan o pueden lesionar en el
futuro el derecho de los periodistas a
informar y el derecho de los ciudadanos a
ser informados. Este ha sido un año en
que el Colegio ha tenido que velar
especialmente por la defensa de los
citados derechos: desde el seguimiento
esmerado y constante —que aún
continúa— de la reforma del Código
Penal, y muy concretamente de la
inclusión, abierta o encubierta, del delito
de difamación, hasta el toque de alerta
sobre el hecho de que determinados
cambios de propiedad en algunos medios
de comunicación puedan incidir
negativamente en el libre ejercicio de la
profesión periodística, pasando por la
reclamación, por enésima vez, de la
cláusula de conciencia y del secreto
profesional.
1992 también ha dado pie, lamentablemente,
para reflexionar sobre las debidas condiciones de
trabajo y seguridad de los periodistas free lance,
en estos momentos tan cercanas. Una reflexión
motivada por la trágica muerte del joven
fotoperiodista Jordi Pujol Puente en la ciudad de
Sarajevo.
Como reza el título del apartado correspondiente
del Informe, el año 1992 ha sido el del Código
Deontológico, proclamado en el Segundo
Congreso de Periodistas Catalanes, en unos
momentos en que el papel que juega la prensa
en la sociedad actual, así como los modelos y
formas concretas que han de vehicular la
información, son, a menudo, centro de polémica
y de debate. Uno de los temas del Informe —la
demanda de amparo de M. Antonia Iglesias al
Colegio basándose en el Código— evidencia el
importante papel que en el futuro tendrá que
jugar el organismo destinado a velar por su
cumplimiento y que hay que impulsar a medio
plazo.
Finalmente, hay que decir que varios casos
concretos denunciados a la Comisión ponen de
manifiesto un incremento de situaciones en que
se generan todo tipo de impedimentos a la libre
labor informativa de los profesionales.
Por quinta vez, la
Comisión de Defensa del
Colegio de Periodistas
realiza un balance anual de
su gestión
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El año 1987, la Comisión de
Defensa del Col·legi de
Periodistes empezó a hacer
público anualmente el
Informe sobre la libertad de
información. Desde entonces,
cada año, el mes de marzo, la
revista Capçalera lo da a
conocer y se publica también
una separata en castellano
que se distribuye en el resto
del Estado.
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La reforma del Código tenal
y el delito de difamacim
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El Pais; y José Manuel Bandrés, magistrado
del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña.
En el momento de redactar este informe, el
Proyecto de Ley ha iniciado el trámite
parlamentario, y la Comisión dispone ya de las
enmiendas presentadas por todos los grupos
políticos, con el fin de seguir de cerca los
debates y saber cómo queda finalmente el tema
de la difamación, así como todos los demás
aspectos que puedan afectar al trabajo de los
periodistas y la defensa de la libertad de
información. •
Desde que a principios del año 1992 se tuvo
conocimiento del primer borrador de
anteproyecto de modificación de varios artículos
del Código Penal, en el que se contemplaba,
entre otras cuestiones, la inclusión del delito de
difamación, la Comisión de Defensa inició un
constante y exhaustivo seguimiento del tema,
recogiendo así la preocupación y alarma que el
documento había suscitado entre la profesión
periodística.
En febrero, la Comisión encargó un primer
dictamen de urgencia al abogado Francesc
Abellanet, del cuadro jurídico del Colegio, y
después de analizar detenidamente el tema,
elaboró una propuesta de pronunciamiento
público que fue aprobada por la Junta de
Gobierno en su reunión del día 5 de marzo y que
decía así:
"El Col·legi de Periodistes de Catalunya, fiel a su
reconocida tradición de defensa de los principios
democráticos, y de acuerdo con su condición de
entidad de derecho público, está legitimado para
expresar públicamente su preocupación y alarma
por el anteproyecto de modificación de varios
artículos del Código Penal, y en particular aquél
que contempla el delito de difamación.
"Con independencia de la inoportunidad de su
inclusión en el ámbito de lo penal, donde ya se
contemplan los delitos de injurias y calumnias, el
tratamiento de la difamación presenta una gran
cantidad de elementos valorativos y normativos
no acotados en el proyecto, que son susceptibles
de favorecer una peligrosa discrecionalidad
interpretativa en el momento de su aplicación.
"A pesar del avance positivo de la eliminación de
penas de privación de la libertad por delitos de
prensa, el confuso agravamiento del concepto de
autoría contemplado en el anteproyecto, la
desorbitada regulación de la responsabilidad civil
y, finalmente, la aplicación del castigo de la
inhabilitación profesional como culminación del
nuevo régimen de sanciones previsto suponen un
retroceso en el marco legal vigente, en el que ya
existen elementos suficientes, tanto por la vía
civil como en el propio ámbito de lo penal, para
la actuación de la justicia.
"Por todo ello, la tipificación penal de la
difamación desarrollada en el anteproyecto es
una iniciativa que incidirá en un notable
incremento de la indefensión de los periodistas, y
constituirá, en definitiva, una peligrosa amenaza
sobre el ejercicio de la libertad de expresión y de
información, base indispensable de una sociedad
plural y democrática.
"Lejos de posiciones corporativas, el Col·legi de
Periodistes de Catalunya ha adoptado, desde
siempre, iniciativas destinadas a fortalecer los
principios de ética y de profesionalidad en el
ámbito de la comunicación. Por lo cual, lamenta
que el poder ejecutivo haya considerado
prioritario abordar la reforma de los
instrumentos punitivos en esta materia, antes de
desarrollar los preceptos constitucionales que
salvaguardan las garantías de independencia de
los periodistas, como el secreto profesional y la
cláusula de conciencia, cuestiones
reiteradamente reclamadas por este Colegio".
Se mandó copia de esta declaración a la ministro
portavoz del Gobierno, Rosa Conde, a los
portavoces en el Congreso de los Diputados del
PSOE (Eduardo Martín Toval), de CiU (Miquel
Roca Junyent), del PNV (Iñaki Anasagasti) y del
CDS (José R. Caso), así como al Grupo Mixto de
esta institución y a la mesa del Parlament de
Catalunya.
El día 4 de septiembre, el Consejo de Ministros
aprobó el Proyecto de Ley Orgánica del Código
Penal, que fue enviado a las Cortes para su
tramitación y aprovación final. En el proyecto
desaparece como tal el delito de difamación,
pero parece que puede quedar implícito en otras
figuras delictivas contra el honor.
El día 29 del mismo mes, el Colegio de
Periodistas y el de Abogados organizamos
conjuntamente el segundo coloquio sobre
Periodismo y Justicia, bajo el título "Perspectivas
de la libertad de expresión en la reforma del
Código Penal".
El acto tuvo lugar en la sede de los abogados
barceloneses, fue moderado por los respectivos
decanos, Josep Pemau y Eugeni Gay, y
participaron en el mismo como ponentes:
Santiago Mir Puig, catedrático de Derecho
Penal de la Universidad de Barcelona y decano
de la Facultad de Derecho; Jesús Silva
Sánchez, catedrático de Derecho Penal de la
Universidad Pompeu Fabra; César Molinero,
profesor titular de Derecho de la Información
de la Universidad Autónoma de Barcelona;
Jesús de la Serna, ombudsman del periódico
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Se reclama, de nuevo,
la cláusula de
conciencia y el
secreto profesional
La Junta de Gobierno del Colegio, en su reunión
del día 10 de diciembre, acordó dirigirse a Narcís
Serra, vicepresidente del Gobierno estatal, para
reclamar, una vez más, la regulación de la
cláusula de conciencia y el secreto profesional,
derechos ambos recogidos en la Constitución
española y largamente reivindicados por los
periodistas catalanes ya desde los tiempos de la
Associació de la Premsa de Barcelona. El texto
de la carta mandada por el decano al número
dos del Gobierno es el siguiente: "Reciente
todavía la celebración del Segundo Congreso de
los Periodistas Catalanes, cuya sesión de clausura
usted presidió y en cuyas deliberaciones y
debates se reunieron más de un millar de
profesionales, querría transmitirle, nuevamente,
una de las preocupaciones permanentes de
nuestro colectivo y que en el Congreso apareció
una vez más: la reivindicación de la cláusula de
conciencia y el secreto profesional.
"Ambos derechos, reconocidos explícitamente
en el artículo 20.1 de la Constitución Española,
los consideramos, y así lo hemos manifestado
siempre, básicos para el buen desarrollo de la
rW'. Y i < c c c
labor profesional del periodista con el máximo de
garantías.
"La regulación legal de la cláusula de conciencia
y el secreto profesional la hemos pedido los
periodistas catalanes ya desde los tiempos de la
antigua Associació de la Premsa de Barcelona, y
fue a iniciativa nuestra que los ponentes
constitucionales Jordi Solé Tura, Miquel Roca
Junyent y Eduardo Martín Toval la recogieron
para el texto de la Carta Magna.
"Al principio de su mandato, el presidente Felipe
González garantizó a una delegación de la Junta
Directiva de la Associació de la Premsa
-antecedente del actual Col·legi de Periodistes-
que fue a visitarle la regulación de los dos
derechos.
"Pese a que en una comparecencia en la propia
sede de nuestro Col·legi de Periodistes de
Catalunya la ministra portavoz del Gobierno, Sra.
Rosa Conde, manifestó que no creía que dentro
del actual mandato el Gobierno considerase este
tema, la Junta que presido, recogiendo el sentir
del conjunto de la profesión expuesto en nuestro
Congreso, quiere reclamar, una vez más, la rápida
regulación de la cláusula de concienca y el secreto
profesional, en el convencimiento de que no sólo
es necesaria para los periodistas, sino que será
muy provechosa para su labor profesional y que,
en definitiva, beneficiará a la sociedad a la que la
prensa sirve, objetivos que estoy seguro comparte
el Gobierno; de la misma forma que
consideramos en beneficio de las relaciones entre
la prensa y la sociedad el Código Deontológico
del que nos hemos dotado los periodistas
catalanes en dicho Congreso" •
Constituye una auténtica
aberración jurídica que puede
resultar extraordinariamente
conflictiva y lesiva para la
libertad de información
Al inicio de su mandato,
el presidente Felipe
González garantizó la
regulación de ambos
derechos
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Denuncian
trabas a la
información
por parte del
Centre
Meteorològic
Con fecha de 1 de febrero, el periodista y
meteorólogo Lino Diez Jalón escribió al decano,
Josep Pernau, una carta que empezaba como
sigue:
"Como periodista, colaboro con El Periódico de
Catalunya y Avui en la información
meteorológica. Cuando salió la OM del 19-12-
90, que ponía precio a la información
meteorológica sólo a los medios de
comunicación, interpuse Recurso de Reposición.
Inmediatamente recibí una carta del Director
General del Instituto Nacional de Meteorología
que me comunicaba que 'en relación a su
Recurso de Reposición (...), le informo que usted
ha perdido la compatibilidad'. Da la casualidad de
que soy el único meteorólogo, además periodista,
que tengo la compatibilidad legalmente concedida
para trabajar en los medios de comunicación.
Nadie la había discutido hasta que salió la OM de
cobrar la meteorologia a los MM de C. El cobro,
aparentemente, no tiene vinculación con la
compatibilidad, a no ser que se pretenda barrer a
todos los que puedan hacer una competencia
legal (...)".
Lino Diez exponía también que había interpuesto
recurso contra la descompatibilización y que, ante el
silencio administrativo, decidió recurrir al
Contencioso Administrativo. Informaba, asimismo,
que el director general del Instituto Nacional de
Meteorología le había abierto expediente disciplinario
por incompatibilidad y "falta de sigilo", a pesar de
que el caso estaba sub iudice. El periodista y
meteorólogo explicaba, además, que en las páginas
de El Periódico había criticado "fallos innegables del
Servicio Meteorológico" y que, por otra parte, se le
imputaban artículos de prensa críticos para con el
INM que él no había escrito. "Mi condición de
periodista", decía Lino Diez, "es lo que me ha puesto
en primer plano de la sospecha".
Diez denunciaba que el INM "se caracteriza por un
tradicional mal trato a los medios de
comunicación", y que dicho organismo ponía
muchas trabas a la hora de facilitar datos e
información a periódicos, radios y televisiones. Por
último, el periodista explicaba que se le había
impedido el acceso al Centre Meteorològic de
Barcelona y que no podía, por lo tanto, obtener los
datos con los que elaborar su información.
Los responsables de
organismos públicos deben velar
para que se faciliten todos los
medios a los profesionales de la
información
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El día 24 de febrero, el presidente de la Comisión
de Defensa mandó a Alejandro Martínez
Albaladejo, director del Centre Meteorològic de
Barcelona, la siguiente carta:
"La Comisión de Defensa del Col·legi de
Periodistes de Catalunya ha considerado el caso
planteado por el Sr. Lino Diez, dada su condición
de miembro de esta institución y de la Federación
de Asociaciones de la Prensa de España (FAPE).
Con independencia de lo que en su momento se
determine legalmente sobre su situación como
funcionario del Instituto Nacional de Meteorología,
esta Comisión de Defensa entiende que se le debe
facilitar el acceso al Centre Meteorològic de
Barcelona en las condiciones y los horarios
adecuados para poder cumplir debidamente con su
tarea informativa, con la precisión y antelación
necesarias, como seguramente se hará con todos
los representantes acreditados de los distintos
medios de prensa escrita.
"Estoy seguro de que arbitrará las medidas
oportunas para que así sea, consciente de que las
autoridades y los responsables de organismos
públicos deben velar para que se facilite a los
profesionales de la información todos los medios
necesarios para el correcto desarrollo de su labor
en favor del derecho a la información de los
ciudadanos y con respeto hacia el principio de
libertad de expresión, ambos reconocidos por la
Constitución". El día 3 de marzo, el señor Martínez
Albaladejo respondía a la Comisión mediante una
carta en la que enumeraba exhaustivamente todas
las informaciones que el INM facilitaba
-gratuitamente- a todos los medios de
comunicación, cada día y dentro de unos horarios
determinados.»
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Ataque a la
profesionalidad
de una
periodista en
Andorra
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El día 7 de febrero, la periodista Joana Viusà ponía
en conocimiento de la Comisión de Defensa—en
nombre de la directora del semanario Poble
Andorra, la periodista Maria Carme Grau Ribot—
que la publicación del Principado Informacions
Diari había incluido en su edición del día 5 de
dicho mes un artículo anónimo titulado "Com
interferir en la política andorrana a través de
tercers", en el que, decía Viusà, "se cuestiona
gravemente la profesionalidad" de Maria Carme
Grau, "e incluso se la difama, afirmando que ella se
ha puesto al servicio de una información que, a
primera vista, podría calificarse de 'manipuladora' y
orientada'".
"El autor del escrito anónimo acusa a Maria Carme
Grau", explicaba Joana Viusà en su carta a la
Comisión, "de haber entrevistado, por oscuras
razones electoralistas, a quien fue director del
Centre Hospitalari Andorrà hasta que fue
despedido por el Gobierno actual". Y añadía:
"Encima califica la conversación entre la periodista
y el ex-director de "'seudoentrevista', porque,
según el anónimo autor de Informacions Diari, la
habría escrito el propio entrevistado y la habría
mandado a la redacción del semanario Poble
Andorrà, donde fue publicada a finales del pasado
mes de enero".
Joana Viusà adjuntaba en su escrito a la Comisión
copia del artículo de Informacions Diari y
asimismo del escrito de réplica que Maria Carme
Grau envió a este medio, que no se lo publicó. La
réplica, titulada "El dret del lector", fue publicada
en el semanario dirigido por la periodista y, entre
otras cosas, decía:
"Poble Andorra tiene por norma no hacer las
entrevistas por fax ni tampoco con cuestionario
previo. En el caso que nos ocupa, se sometió a
Eduard Portella un guión con los temas a tratar.
Así, la entrevista al doctor Portella fue realizada en
Barcelona el día 24 de enero, delante de un
magnetófono.
"(...) En principio, cuando un periodista entrevista a
alguien, se limita a transcribir las declaraciones, sin
hacer juicios de valor. Siempre, claro está, que el
medio sea independiente y respete la libertad de
expresión.
"(...) Poble Andorrà ha respetado siempre la
opinión de las personas que han aceptado ser
entrevistadas y nunca se ha permitido censurar sus
declaraciones (...)".
Con fecha de 20 de febrero, el presidente de la
Comisión de Defensa respondió a Joana Viusà
manifestándole: "Quisiera, ante todo, que hicieras
saber a la compañera María Carme Grau que la
Comisión de Defensa lamenta profundamente que
Informacions Diari no haya atendido su legítima
apelación al derecho de réplica, y más aún cuando
en dicho artículo se descalifica su trabajo
periodístico y se pone gravemente en duda su
profesionalidad". La Comisión puso asimismo a
disposición de María Carme Grau los servicios
jurídicos de la casa, como corresponde al tratarse
de una colegiada. •
Cuando un periodista
hace una entrevista, se limita
a transcribir las
declaraciones, sin entrar en
juicios de valor
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Solidaridad
para con los
trabajadores
del
periódico El
Sol
El miércoles 18 de marzo, Germán Sánchez
Ruipérez, presidente de la empresa CECISA,
editora del periódico madrileño El Sol, anunció el
cierre del rotativo. En un comunicado dirigido al
comité de empresa, se decía que se trataba de una
suspensión temporal, con el fin de "reorganizar de
forma conveniente todos los recursos humanos y
los medios técnicos de producción". El cierre de El
Sol, sin embargo, sería definitivo.
La cabecera de El Sol fue fundada en 1842 por
Ríos Rosas, y reapareció el 22 de mayo de 1990,
bajo la dirección de José Antonio Martínez Soler.
Desde su salida hasta el cierre, El Sol tuvo seis
directores, tres de ellos en funciones.
El Col·legi de Periodistes se unió a las numerosas
muestras de solidaridad que recibieron los
trabajadores de El Sol, a través de una carta
fechada el 25 de marzo y firmada por el decano,
Josep Pernau:
"En mi nombre y en el de la totalidad de la Junta de
Gobierno del Col·legi de Periodistes de Catalunya,
me complace manifestaros nuestra solidaridad, en
estos difíciles momentos por los que estáis pasando
después del cierre de vuestro periódico.
"Una vez más hemos de lamentar que aventuras
empresariales en el mundo de la prensa acaben
creando situaciones de conflicto para numerosos
profesionales de la comunicación.
"Nuestro Colegio queda a vuestra disposición para
todo lo que consideréis oportuno, y os ruego que
recordéis especialmente a los compañeros de El
Sol que ejercen su actividad en el ámbito territorial
de Catalunya la disponibilidad absoluta de los
servicios de este Colegio Profesional".#
Una vez más hemos de
lamentar que aventuras
empresariales en el mundo
de la prensa acaben creando
situaciones de conflicto
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Ercros margina
a Diario 16 de
una rueda
de prensa
Querella
contra el
Atlético de
Madrid y el
Rayo
Vallecano
El domingo 6 de septiembre
jugaron en el madrileño
estadio del Vicente Calderón
el Atlético de Madrid y el
Tenerife. Responsables del
club que preside Jesús Gil y
Gil impidieron el acceso de
periodistas a sus instalaciones
y obstaculizaron la labor
informativa de varios
profesionales. En el trasfondo
del suceso estaba la exigencia
por parte de directivos del
Atlético de que las empresas
periodísticas paguen un
cánon para poder informar
desde los campos de fútbol.
Parecidos hechos ocurrieron
el domingo siguiente, día 13,
en el estadio del Rayo
Vallecano, equipo que
preside José María Ruiz
Mateos y que ese día se
enfrentaba al Logroñés.
La Asociación de la Prensa
de Madrid denunció
inmediatamente los hechos
"como un claro obstáculo a la
labor informativa y al derecho
a la información". El Col·legi
de Periodistes de Catalunya
manifestó su pleno apoyo a
las iniciativas que pudiese
emprender el colectivo de los
periodistas madrileños, y en
la reunión de la Junta de
Gobierno del día 17 del
mismo mes acordó unirse a la
querella presentada por la
Asociación de la Prensa de
Madrid contra la persona o
personas responsables de los
hechos acaecidos en los
referidos estadios. •
El martes 2 de junio, la empresa química Ercros
dio una rueda de prensa en Barcelona para
presentar a José Recio como nuevo presidente de
la compañía. Los organizadores del acto, que
habían convocado a todos los medios informativos
acreditados en la ciudad, impidieron la entrada en
la sede de Ercros a Xavier Horcajo, delegado en
Cataluña de Diario 16, y a un fotógrafo del mismo
periódico.
Al día siguiente, Diario 16 recogía en su edición
una información de la Agencia Efe según la cual
Narciso de Mir, presidente saliente de Ercros y
socio de Javier de la Rosa en numerosos negocios,
había manifestado que la decisión de marginar a
Diario 16 la había tomado él personalmente y que
asumía todas las consecuencias del hecho,
añadiendo que "el Grupo 16 emitió juicios de valor
contra una persona muy querida y socio mío que
no tienen razón de ser".
La información publicada en Diario 16 decía que,
al impedirse la entrada a los dos periodistas, se les
dio la explicación de que eran considerados
personas non gratas, y que Alfredo Fraile, director
de la Agencia A de comunicación, les comentó que
"aqui hay una guerra", y que los bandos que
combatían eran "el Grupo Torras y el Grupo 16".
La Agencia A actuaba en calidad de asesora de
imagen de Ercros.
Aquel mismo día, 3 de junio, Xavier Horcajo se
dirigió por carta al decano del Colegio, Josep
Pemau, denunciando los hechos y solicitando que
el caso fuera trasladado a la Comisión de Defensa.
La Comisión, a través de su presidente, Josep
Ramon González Cabezas, mandó el dia 14 de
julio una carta a Josep Piqué, consejero delegado
de Ercros, en la que, después de recordar lo que
había sucedido, manifestaba lo siguiente:
"Este Colegio respeta el derecho de una empresa
privada de convocar a quien desee a una rueda
de prensa, pero lamenta que un medio
informativo —en este caso, Diario 16— no haya
sido incluido entre el conjunto de periódicos,
emisoras y agencias citados a la reunión
informativa que Ercros organizó el día 2 de junio.
"El Col·legi de Periodistes de Catalunya ha
valorado siempre muy positivamente el uso y la
costumbre generalizados en Catalunya de no
marginar a nadie al convocar una rueda de
prensa, en favor siempre de la necesaria
pluralidad informativa".
Unos días más tarde, el 21 de julio, Alfredo
Fraile mandaba al decano del Colegio copia de
una carta enviada aquel mismo día a Justino
Sinova, director de Diario 16, en la que
recriminaba a dicho medio que hubiera publicado
"nuevas portadas con informaciones totalmente
inexactas, que contienen datos falsos y
manipulados".
Fraile reiteraba su disposición a contrastar las
informaciones elaboradas por el periódico y
aseguraba que en la sección de Economía del
mismo no atendían nunca sus solicitudes de
rectificación. El director de la Agencia A exponía
a continuación su versión sobre determinadas
informaciones publicadas por dicho medio y
explicaba que había mandado copia de la carta al
Col·legi de Periodistes de Catalunya "para que
entiendan también que, en aras de la necesaria
pluralidad informativa y respeto a la verdad, no
debe ser costumbre de los periodistas el marginar
sistemáticamente la realidad cuando se refiere a
un grupo de empresas".»
EiZCROS
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En defensa
de la
prensa
incautada
por el
franquismo
El señor Guillem Busquets
Le Monnier, en nombre de
los herederos de los
propietarios del Heraldo
de Madrid, de El Liberal
de Madrid, de Sevilla y de
Murcia y de El Defensor
de Granada, medios
incautados al finalizar la
Guerra Civil, como tantos
otros, por las autoridades
franquistas, se dirigieron al
Colegio solicitando la
adhesión de la entidad a la
campaña que llevan desde
hace años en
reivindicación de sus
derechos.
En ese sentido, la Junta de
Gobierno del Colegio
tomó, en su reunión del
dia 10 de diciembre, el
siguiente acuerdo:
"Adherirse a la solicitud,
ante los poderes públicos
correspondientes, de una
inmediata y adecuada
reparación de las injusticias
cometidas contra la Prensa
democrática española al
finalizar la Guerra Civil". •
fm va&
m fmJM
Olí M 0CÍ&T'^
íSfAKÍOLA"
Muerte en Sarajevo
del fotoperiodista
Jordi Pujol Puente
Jordi Pujol Puente había nacido en Barcelona en
1966. En el momento de irse hacia territorio de la
antigua Yugoslavia, el 28 de abril de 1992, con el
propósito de prestar apoyo gráfico a las
informaciones de su amigo Eric Hauck,
corresponsal del periódico Avui en la capital de
Bosnia-Herzegovina, Pujol estudiava el último
curso de periodismo en la Facultad de Ciencias de
la Información de la Universidad Autónoma de
Barcelona. Ahora, la Facultad le ha considerado
aprobadas —con más que sobrados méritos— las
asignaturas que le faltaban y le ha concedido, a
título postumo, la licenciatura. También el Col·legi
de Periodistes de Catalunya, en la reunión de Junta
del día 27 de enero de este año, tomó el acuerdo
de concederle postumamente, de forma simbólica,
el carnet profesional.
El día 17 de mayo de 1992, Jordi Pujol Puente
murió, en Sarajevo, al ser alcanzado por una
granada de mortero disparada contra el coche en
el que viajaba, junto con el fotógrafo
norteamericano David Brauchli, de la agencia AP,
quien resultó gravemente herido. Para Jordi Pujol,
que había ido a la capital bosnia como free lance,
éste era su primer trabajo profesional en una zona
^iv§11
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de conflicto. Un francotirador le segó la vida
mientras realizaban una ronda rutinaria por el
barrio turco de Sarajevo, según explicó su
compañero Eric Hauck.
El cuerpo de Pujol Puente permaneció en el
hospital central de Sarajevo hasta que el martes 19
de mayo pudo ser trasladado a la sede de la ONU
en aquella ciudad, y de allí hacia el puerto croata
de Split, desde donde fue transportado en avión
hasta Barcelona.
Inmediatamente después de conocerse la trágica
muerte del joven, el Col·legi de Periodistes de
Catalunya realizó gestiones ante el Ministerio de
Asuntos Exteriores con el fin de que las autoridades
diplomáticas procurasen agilizar al máximo la
repatriación de sus restos mortales, así como la
rápida salida de la zona del corresponsal del
periódico Avui, Eric Hauck.
Por otra parte, la Junta de Gobierno del Colegio,
en una reunión celebrada el día 18 de junio en
Girona, hizo pública la siguiente declaración:
"Ante la trágica muerte del estudiante de
periodismo Jordi Pujol Puente en la ciudad de
Sarajevo, donde se hallaba como fotógrafo free
lance en el frente de guerra de Bosnia-
Herzegovina, la Junta de Gobierno del Col·legi de
Periodistes de Catalunya considera necesario hacer
las siguientes reflexiones:
"l.Las circunstancias de este desgraciado e
irreparable suceso ponen gravemente en evidencia
las condiciones en que se desarrolla el trabajo de
muchos periodistas, especialmente entre el
colectivo de los fotoperiodistas, donde la situación
de precariedad, inestabilidad laboral y voluntarismo
llega a grados alarmantes. La creciente incidencia
del periodismo de guerra en todos los medios
escritos y audiovisuales y el progresivo
acercamiento y accesibilidad de los frentes del
conflicto convierten tal hecho en un problema
doblemente preocupante que atañe a la
responsabilidad de las empresas editoras.
"2. La aceptación del riesgo es un hecho inherente
a la condición del periodista, en especial cuando su
trabajo se desarrolla en el escenario de una crisis
bélica. Un elemental criterio profesional exige que
el riesgo sea medido de forma responsable, tanto si
se trata de profesionales expertos como de
colaboradores eventuales, mediante la provisión de
las acreditaciones y los medios pertinentes para el
cumplimiento de su trabajo, la cobertura de un
Solicitud de una
inmediata reparación de las
injusticias cometidas contra
la prensa democrática al
finalizar la Guerra Civil
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seguro adecuado y la dotación de una
remuneración suficiente, de forma que se eviten
situaciones donde el riesgo potencial se convierte
en un puro aventurismo que gravita directamente
sobre la seguridad e integridad de los periodistas.
"3. El Col·legi de Periodistes expresa su
preocupación ante la situación descrita y rechaza
que el entusiasmo, la inexperiencia y el deseo de
abrirse camino en el difícil mercado periodístico
puedan ser utilizados virtualmente por las empresas
del sector para cubrir sus necesidades de manera
discrecional en función de sus disponibilidades e
intereses, especialmente cuando dicha
circunstancia se produce en un contorno de alto
riesgo para aquellos que realizan el seguimiento y
la cobertura de la información.
"4. En ese sentido, el Col·legi de Periodistes de
Catalunya apela al sentido común de las empresas
editoras para que atiendan todas sus
responsabilidades ante las nuevas demandas de la
actividad periodística, y al propio tiempo anima a
sus colegiados con cargos de responsabilidad en los
medios y a los representantes en los comités de
empresa a promover las normas o cláusulas
necesarias que regulen y garanticen formalmente
las condiciones de trabajo informativo en misiones
de riesgo".
Igualmente, en el 219 Congreso de la F1P
(Federación Internacional de Periodistas),
celebrado en Montreal entre los días 8 y 12 de
junio, y en el que participaron el decano del
Colegio, Josep Pernau, y el miembro de junta
Julià Castelló, constó en las actas de las
reuniones la siguiente manifestación: "Los
periodistas españoles presentes en el 219
Congreso de la FIP, en Montreal, plantean la
necesidad de reiterar ante todas las
organizaciones miembros las recomendaciones
de la Federación referidas a la seguridad del
periodista, y de instarles a que transmitan a las
empresas de su ámbito la firme exigencia de
unas condiciones de trabajo dignas y de unas
garantías que cubran los riesgos materiales del
periodista y de su familia".
La Facultad de Ciencias de la Información de la
Universidad Autónoma de Barcelona y el
Col·legi de Periodistes de Catalunya
organizaron conjuntamente una exposición
dedicada al trabajo fotográfico de Jordi Pujol
Puente, en especial al que llevó a cabo en
Sarajevo. La muestra permaneció en la UAB
del 13 al 31 de octubre, mientras que en la
sede del Colegio estuvo del 12 al 29 del pasado
mes de enero.»
La inexperiencia no debe
ser usada por las empresas
para cubrir sus necesidades en
función de sus intereses
/ y
Con fecha de 4 de junio, Alfons Cuadrillero,
gerente de la Associació Catalana d'Agències de
Viatges (ACAV), escribía al decano, Josep
Pernau, adjuntándole copia de la carta que Enric
Cuatrecases Colet, Carles Vidal Gil, Josep Maria
Parés Carrió, Pere Puntí y Jordi Masó Saborit
habían mandado a la agencia Barceló, sita en la
Gran Via de Barcelona. En su carta, las cinco
personas mencionadas denunciaban una serie de
problemas que habían sufrido en su viaje y
estancia en Londres, en ocasión de la disputa de
la final de la Copa de Europa de fútbol en el
estadio de Wembley, y reiteraban la reclamación
formulada a dicha empresa. Después de exponer
todos sus motivos de queja, decian textualmente:
"Esperamos que resuelvan nuestra reclamación,
puesto que, en caso contrario, nos veremos
obligados a actuar por otros caminos que
llevarían a Viatges Barceló a unas consecuencias
nefastas para la empresa, ya que tres de los
cinco afectados trabajamos en el sector de la
prensa, como son el periódico Avui, Ràdio Vic i
Antena 3 Radio, y provocaríamos una campaña
de descrédito hacia su empresa. (No somos tan
ingenuos como para ir al Juzgado)".
El gerente de la Associació Catalana de Viatges
evidenciaba en su carta su desencanto por los
términos y el mensaje contenidos en el párrafo
extraído del escrito de los viajeros a Wembley, y
manifestaba: "Se nos hace difícil pensar que
unos profesionales de la información —que
todos respetamos, puesto que es indudable su
importancia para el ciudadano en un país
democrático— afirmen que existen otros
caminos, como la campaña de descrédito contra
una determinada empresa, para hacer valer sus
reclamaciones, sean éstas justificadas o no".
Y añadía: "Esta línea de pensamiento y de
actuación —que creemos y esperamos no sea
generalizada— es muy preocupante, puesto que
supone un reconocimiento implícito de que la
razón y la justicia no son patrimonio de los
Tribunales, es decir, del Poder Judicial, sino que
existe —en su opinión— otro poder, mucho más
Reclamación
amenazadora
a una agencia
de viajes
eficaz y efectivo, para resolver los litigios".
El gerente de la ACAV finalizaba su carta al
decano dejando bien claro que sabía que se
trataba de un problema puntual y que,
obviamente, no hacía una crítica global contra la
prensa.
El 17 de junio, Pere Puntí Freixer, colaborador
gráfico del periódico Avui, comunicaba por escrito
al decano del Colegio su total desconocimiento y
su desvinculación del asunto, y aseguraba que su
firma había sido falsificada en la carta de
reclamación enviada a Viatges Barceló, extremos
éstos que, decía, había comunicado él mismo a la
citada agencia. El colaborador del periódico
barcelonés adjuntaba en su comunicación al
Colegio copia del escrito que Enric Cuatrecases
Colet y Caries Vidal Gil habían enviado también a
Viatges Barceló aclarando que ni el periódico
Avui, ni Antena 3 Radio, ni Ràdio Vic tenían nada
que ver con la reclamación formulada con motivo
del viaje a Wembley, y que la carta objeto del
problema se había redactado sin el conocimiento,
y por tanto sin el consentimiento, de Pere Puntí,
Jordi Masó y Josep Maria Parés, que también
habían contratado el viaje con motivo de la final
de la Copa de Europa.
El día 16 de julio, el presidente de la Comisión
de Defensa contestó a la Associació Catalana
d'Agències de Viatges lamentando y repudiando
"que hagan escritos con el tono, forma y
contenido del citado" y les comunicaba que se
había informado del caso al periódico Avui,
Antena 3 Radio y Ràdio Vic para que
procedieran como mejor les pareciera.
El día 23, Santiago Gimeno de Priede, director
de Antena 3 Radio-Catalunya, daba cuenta a la
Comisión de la carta enviada al gerente de la
ACAV, Alfons Cuadrillero, en la que dejaba muy
claro que ninguno de los cinco viajeros a
Wembley trabajaba en la emisora, y que Antena
3 eran los primeros en lamentar actitudes tan
impresentables como la que ponen de manifiesto
las amenazas vertidas en el escrito de
reclamación a Viatges Barceló.#
"En caso contrarío,
provocaríamos una campaña de
descrédito contra su empresa
(No somos tan ingenuos como
para ir al juzgado)"
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El martes 7 de julio, el decano del Colegio recibió
una carta de Assumpció Maresma, redactora jefe
del semanario El Temps, en la que adjuntaba
copia de la denuncia que aquel mismo día la
empresa editora de la publicación, Edicions del
País Valencia SA, había presentado contra la
Guardia Civil por los hechos acaecidos el día
anterior en las instalaciones del medio en
Barcelona, y que Maresma relataba así en su carta:
"Sobre las 18 horas del día 6 de julio de 1992,
cuatro personas (tres hombres y una mujer) se
presentaron en la redacción de El Temps, sin
identificarse, preguntando por nuestro redactor
Oriol Mallo. Cuando se les comunicó que este
redactor estaba de vacaciones, mostraron una
placa de la Guardia Civil e irrumpieron en la
redacción.
"Una vez dentro, procedieron a la identificación
de las personas que había en aquel momento.
Después de la identificación, los miembros de la
Guardia Civil procedieron a un registro
minucioso de todas las dependencias del piso.
También exigieron, con amenazas, que la
secretaria abrirse los armarios cerrados bajo llave.
"En ningún momento durante el registro,
ninguno de los miembros de la Guardia Civil
enseñó orden judicial alguna que lo autorizara.
Diez minutos después de la irrupción se fueron,
entre amenazas, sin dar explicaciones.
Fueron testimonios de tales hechos tres
redactores de la revista, el jefe de corrección, la
secretaria de redacción y algunos colaboradores".
Con fecha de 9 de julio, Josep Pernau se dirigió
por carta al gobernador civil de Barcelona,
Ferran Cardenal, en los siguientes términos:
"Desde la redacción en Barcelona del semanario
El Temps nos llega la protesta en el sentido de
que miembros de la Guardia Civil, que tenían
orden de detener a su redactor Oriol Mallo,
entraron en la sede social de la publicación sin
mostrar en ningún momento la correspondiente
orden judicial. Una vez dentro, pidieron la
identificación del personal que en aquellos
momentos se hallaba en la casa, y realizaron un
registro de la misma.
"Creo que se debería dar una explicación oficial
sobre los hechos que nos comunican. Desde el
Col·legi de Periodistes, consideramos que hay
que mantener las garantías de trabajo y
seguridad personal de los periodistas en su labor
profesional, y que el registro de una redacción
no debería producirse jamás sin las necesarias
garantías jurídicas.
"En nombre propio y de la Junta de Gobierno
del Col·legi de Periodistes de Catalunya,
agradecería una aclaración sobre estos puntos".
Ese mismo día se mandó copia de esta carta a la
redacción de El Temps.
Al día siguiente, fuentes del Gobierno Civil se
pusieron en contacto con el Colegio
manifestando que el registro a las instalaciones
del semanario había tenido lugar con las debidas
garantías judiciales.
El miércoles día 8, Oriol Mallo se habia
entregado a los Mossos d'Esquadra, en
presencia, entre otros, del vicedecano del
Col·legi de Periodistes, Josep Ma. Cadena.
Aquellos mismos días, en Girona habían sido
detenidos Caries Buenaventura, jefe de
corrección del Diari de Girona, y Eduard López,
redactor del periódico El Punt. La demarcación
gerundense del Colegio siguió de cerca la
situación de ambos.
Todas las detenciones se produjeron por orden de
la Audiencia Nacional, y por presunta vinculación
con la organización independentista Terra Lliure.
De la evolución posterior de los hechos, ya ha
ido informando la prensa. •
Detención
de Oriol
Malló y
registro
policial en
El Temps
Han de mantenerse las
garantías de trabajo y
seguridad personal de los
periodistas en su labor
profesional
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Impiden el acceso
de los periodistas a
un Juzgado de Vic
El miércoles día 7 de octubre se inauguró
oficialmente el juzgado número 4 de la ciudad de
Vic, con la presencia del presidente del Tribunal
Superior de Justicia de Catalunya, José Antonio
Somalo, el fiscal jefe, Carlos Jiménez Villarejo, y
el director general de Relaciones con la
Administración de Justicia, lago de Balanzó,
además de las autoridades locales de la capital de
Osona.
Pocos días después, el director de El 9 Nou,
Jordi Molet, se dirigía a la Comisión de Defensa
denunciando que en dicho acto de inauguración
"se prohibió la entrada a la prensa (...), con la
excusa de que se trataba de un acto privado".
"La decisión de no dejar entrar a la prensa",
decía Molet en su carta, "fue tomada por los
jueces de Vic, sin que supieran nada del asunto
las autoridades que asistían al acto". El director de
El 9 Nou explicaba que desconocía los motivos
por los que se negó el acceso a los periodistas, e
informaba a la Comisión que había mandado una
protesta formal al presidente del Tribunal
Superior de Justicia, al conseller de Justicia y al
presidente del Consejo General del Poder Judicial
"por impedirse a los periodistas de Vic ejercer
libremente el derecho a la información".
Jordi Molet solicitaba algún tipo de acción por
parte del Colegio y denunciaba, por último, que
"los actuales jueces de Vic han demostrado, en
general, que están poco dispuestos a colaborar
con los medios de comunicación", pero que en
este caso "ya no es que no quieran colaborar:
parece como si quisieran impedirnos el trabajo".
El 12 de noviembre, el presidente de la Comisión
de Defensa escribió una carta al presidente del
Tribunal Superior de Justicia de Catalunya, José
Antonio Somalo, en la que, con referencia a los
hechos, le hacía las siguientes consideraciones: "A
pesar de las características del acto y de las altas
personalidades públicas que estaban presentes, no
se autorizó la presencia en el mismo de los medios
de comunicación por considerar que se trataba de
un acontecimiento privado, según el testimonio
aportado por el director de la publicación El 9
Nou, Jordi Molet, quien se ha dirigido a este
Colegio expresando su sorpresa por tan inusual
restricción. Si no es que alguna circunstancia no
desvelada justificase la adopción de tan estricta
reserva, no parece que una medida de este tipo
contribuya al acercamiento entre los ciudadanos y
la Administración de Justicia, objetivo al que, sin
duda, aspiran y tratan de servir todos sus
miembros.
"Pongo esta cuestión en su conocimiento con el
ruego de que, en la medida de lo posible, y de
acuerdo con las leyes, vele para que los periodistas
podamos analizar sin impedimentos la información
relativa a la Administración de Justicia, no sólo para
atender al derecho elemental de los ciudadanos a la
información, sino para contribuir a un mejor
conocimiento y buena relación entre ambos".•
— "No dejar entrar a la
prensa fue una decisión de los
jueces, sin que las autoridades
asistentes al acto estuviesen al
corriente de ello"
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El día 20 de julio, una delegación del Col·legi de
Periodistes y otra de la FAPE (Federación de
Asociaciones de la Prensa de España),
encabezadas respectivamente por Josep Pernau
y Luis Apostua, firmaron en Barcelona un
Convenio permanente de colaboración entre
ambas organizaciones. Eran días en que los
periódicos y revistas y las emisoras de radio y
televisión iban cargados de noticias y
comentarios sobre conflictos y polémicas acerca
del cambio de accionariado de distintos medios
de comunicación social, y el Colegio y la FAPE
consideraron oportuno elevar, "tanto a los
empresarios de la comunicación como a los
profesionales a los que representan, las
consideraciones siguientes:
"Primera: Respetamos la libertad de empresa en
el marco de la economía de mercado, y por
consiguiente, el derecho a la participación y libre
transmisión de acciones conforme a las leyes
vigentes. Sin embargo, entendemos que en lo
concerniente a las empresas de medios de
comunicación social deben tener preeminencia
los criterios de interés público y transparencia,
concordes con la libertad de expresión y con el
libre ejercicio de la profesión periodística,
tutelados por la Constitución.
"Segunda: Lamentamos la controversia abierta
estos últimos días en el seno de diferentes
medios de comunicación, lo que, a nuestro
juicio, ha significado una injerencia en el ejercicio
de la profesión periodística y ha trasladado a la
opinión pública la sensación de que el ejercicio
de la profesión queda controlado o supeditado al
poder empresarial.
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Polémica sobre cambios
de accionariado
en empresas
periodísticas
"Tercera: La Federación de Asociaciones de la
Prensa de España y el Col·legi de Periodistes de
Catalunya hacen un llamamiento al
empresariado de los medios de comunicación
para que limiten sus objetivos en lo que
corresponde estrictamente a dichos medios,
absteniéndose de otras finalidades que puedan
distorsionar o condicionar la libertad de
expresión.
"Cuarta: La Federación de Asociaciones de la
Prensa de España y el Col·legi de Periodistes de
Catalunya se ofrecen para defender
institucionalmente y jurídicamente a los
profesionales cuyos derechos laborales pudiesen
ser conculcados a raiz de los acelerados procesos
de cambio de titularidad registrados en los últimos
meses. Asimismo, hacen un llamamiento a los
propios periodistas que tienen o han tenido
responsabilidades de gestión dentro de las
empresas informativas para que contribuyan a
dignificar las condiciones laborales de los
numerosos profesionales que trabajan en situación
de precariedad, lo que les impide materialmente
ejercer su labor con las debidas garantías.
"Quinta: La Federación de Asociaciones de la
Prensa de España y el Col·legi de Periodistes de
Catalunya recuerdan al Gobierno y a las fuerzas
parlamentarias la dejada constitucional en la que
han incurrido al no haber regulado por ley la
cláusula de conciencia, a la que podrían acogerse
aquellos profesionales que se vieran afectados
por los aludidos cambios de propiedad de los
medios de comunicación".•
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M. A. Iglesias pide
amparo al Colegio
El 19 de noviembre, la directora del Área de
Producción de Programas Informativos de
Televisión Española, María Antonia Iglesias, se
dirigió por carta al decano, Josep Pernau,
solicitando formalmente el amparo del Colegio
"ante la reciente agresión de que he sido víctima".
Iglesias exponía en su escrito:
"El día 5 de noviembre del año en curso el
director y presentador del programa de radio
'Protagonistas', Luis del Olmo, vertió contra mí
lo que considero son injurias graves en modo
alguno admisibles. Así, Luis del Olmo dijo: 'Yo
creo que le gustaría a Txiqui Benegas que todos
nos comportáramos como María Antonia
Iglesias, la rata sectaria del guerrismo'.
"Más adelante, volvió a insistir en las injurias, por
lo que reproduzco literalmente una parte del
diálogo:
Luis del Olmo: "Pero ahí hay una responsable
con nombres y apellidos, y es esa señora".
Pilar Cernuda: "Pero llamarla 'rata', Luis, ya no".
Luis del Olmo: "Es una rata sectaria, y no retiro
ni un ápice, perdona".
Pilar Cernuda: "Pues yo lo retiro en tu nombre,
compañeros, compañeros, venga".
En otro párrafo, la directora de Informativos
manifestaba:
"(...) Yo nunca he puesto en cuestión el derecho
a la crítica que, respecto a mi trabajo, puedan
ejercer mis compañeros de profesión y el
conjunto de la opinión pública, pero creo
sinceramente que los calificativos utilizados por
Luis del Olmo exceden con mucho un mero
juicio político o periodístico para caer, directa e
insistentemente, en la injuria personal. Por ello
he planteado la correspondiente querella ante los
Tribunales de Justicia.
"El amparo al que deseo acogerme, en el ámbito
profesional, se fundamenta en el hecho de que el
Colegio de Periodistas de Catalunya, en una
iniciativa que merece todo mi apoyo, promovió
recientemente el código deontológico del
periodismo. Pues bien, entiendo que Luis del
Olmo, miembro del Colegio de Periodistas de
Catalunya, ha vulnerado gravísimamente ese
Código en su apartado 29. En consecuencia,
solicito de la Junta de Gobierno del Colegio de
Periodistas que analice mi petición y tome la
decisión que considere oportuna, respecto a la
actuación injuriosa y vejatoria para mi persona
por parte del mencionado compañero (...)".
La Comisión de Defensa escuchó la cinta del
programa "Protagonistas" citado por María
Antonia Iglesias (y que se le había pedido a la
propia responsable de TVE), analizó
María Antonia Iglesias:
"Luis del Olmo vertió contra
mi injurias graves en modo
alguno admisibles"
detenidamente el tema, y el 27 de noviembre el
decano, Josep Pernau, contestó a la directora de
Informativos de TVE en los siguientes términos:
"(...) 1. De acuerdo con el espíritu y la letra de
los principios recogidos en el Código
Deontológico del Col·legi de Periodistes de
Catalunya, lamentamos y rechazamos el uso de
términos vejatorios o injuriosos por parte de los
profesionales de la información en el ejercicio de
su función, por entender que, al margen de su
repercusión en los derechos legítimos de las
personas y/o intereses afectados, tal práctica
desacredita y erosiona ante el conjunto de los
ciudadanos el principio de la libertad de opinión
y de información y, en última instancia,
contribuye a debilitar la confianza de éstos en los
medios de comunicación.
"2. La utilización expresa, deliberada y reiterada
de epítetos o alusiones claramente insultantes
para acompañar o apoyar opiniones o juicios a
través de los medios de comunicación es, con
independencia de cualquier otra consideración, y
sin perjuicio de la plena legitimidad de la crítica,
un procedimiento moralmente reprobable y
profesionalmente inadmisible.
"3. La rectificación y, eventualmente, la disculpa
ante hechos de este tipo en ningún caso invalida
o atenúa la responsabilidad de los profesionales
de la información frente a sus juicios y/o
informaciones, pero supone un compromiso
inexcusable de ética en situaciones objetivamente
lesivas para los derechos legítimos de terceros
afectados por el ejercicio de la libertad de
expresión. En cualquier caso, la rectificación
debe hacerse siempre en justa y exacta
correspondencia de forma y fondo con los
términos objeto de la misma, sin añadidos ni
reservas que desvirtúen el sentido de la
reparación.
"Visto el caso expuesto, este Colegio recuerda
que ha propuesto la creación de un organismo
independiente que, atendiendo
escrupulosamente a los preceptos
constitucionales sobre la libertad de expresión y
el derecho a la información, así como los
principios deontológicos de la profesión
periodística, pueda actuar de instancia arbitral y
mediadora en situaciones de conflicto
provocadas por la acción de los medios, como
C>
"En relación con mi carta anterior, sobre mi
solicitud de amparo ante la querella que contra
mí ha interpuesto María Antonia Iglesias, deseo
ampliar los datos del momento en que la señora
Iglesias calificó mi actuación de 'terrorismo
informativo'. El hecho sucedió en una
conversación que mantuvo dicha señora con el
colega José Luis Martín Prieto.
"Por otra parte, quiero dejar exacta constancia
de los hechos que motivaron mi reacción contra
la directora de los Servicios Informativos de
Televisión Española y son los siguientes: el día 4
de noviembre, cuando se fallaron los Premios
Ondas, en el 'Telediario' de las nueve de la
noche, en el momento de dar a conocer los tres
premios dedicados a la radio, informaron
exclusivamente de los dos premios concedidos a
Radio Nacional, omitiendo el premio concedido
al espacio 'Todos contra la droga' y marginando
con ello a 'Protagonistas' y a mi empresa, Onda
Cero.
"Posteriormente, el día 16 de noviembre, día de
la entrega de premios, en el 'Telediario' de la
noche vuelve a suceder exactamente lo mismo:
de los tres premios dedicados a la radio, sólo se
citan a los dos de Radio Nacional y vuelven a
omitir el de 'Protagonistas', dando muestras más
que probadas de que la omisión fue premeditada
y no el fruto de un despiste o de un error.
"Este sectarismo es el causante de mi
indignación anterior, indignación que aumenta
cuando dicha señora, especialista en
insolidaridad, ahora no sólo se querella, sino que
además pide amparo solidario al Col·legi
profesional".
El día 24 de diciembre, finalmente, el decano
contestó a Luis del Olmo con las siguientes
palabras:
"En relación a tu carta del pasado 11 de
diciembre, en respuesta a nuestra solicitud de
información sobre las declaraciones de la señora
María Antonia Iglesias que motivan tu petición
de amparo ante el Col·legi de Periodistes de
Catalunya, la Comisión de Defensa lamenta no
disponer de base provatoria mínima para atender
y resolver la cuestión, al no tener constancia de
la mencionada 'conversación con Martín Prieto'
ni de la transcripción de la misma, ni del
contexto y los términos de publicidad y difusión
en los que se habría producido. Por supuesto
que, en el momento en que la Comisión
dispusiera de todo ello, actuaría en consecuencia,
de acuerdo con la norma habitual en tales casos,
y de acuerdo asimismo con sus competencias.
"En cuanto a la segunda parte de tu petición de
amparo, no corresponde a la Comisión juzgar los
criterios de selección y valoración de las
informaciones de los medios de comunicación,
ya sean de titularidad pública o privada, salvo en
casos excepcionales de clara trascendencia social
y relevante interés público. Sin embargo, este
Colegio sigue permanentemente con atención,
en la medida de sus posibilidades, todos aquellos
asuntos que afectan al derecho a la información
de los ciudadanos, por lo que toma nota de la
denuncia formulada en tu escrito".»
vía previa o alternativa a la utilitzación de los
canales legales establecidos y sin menoscabo de
éstos.
"Entretanto, no es propósito de este Colegio
atribuirse de facto un papel exclusivo de tutela, y
menos aún fiscalizador o sancionador, del
derecho a la información, por considerar que se
trata de un derecho fundamental que afecta al
conjunto de la sociedad y sus instituciones y que,
de todos modos, vincula tanto a los profesionales
del periodismo como a las empresas editoras y a
los propios usuarios. En ese contexto, el Col·legi
de Periodistes de Catalunya asume plenamente
su responsabilidad en la salvaguarda y defensa de
la ética y la independencia profesional, en el
marco de sus atribuciones estatutarias y de sus
propios compromisos adquiridos con el colectivo
al que representa".
Ese mismo día, el decano mandó copia de esta
carta a Luis del Olmo.
Con fecha de 4 de diciembre, el director del
programa "Protagonistas" contestaba así a la
Junta del Gobierno del Colegio:
"He recibido el informe elaborado por esa Junta
de Gobierno del Col·legi de Periodistes de
Catalunya y firmado por el decano, D. José
Pernau, ante la solicitud de amparo de María
Antonia Iglesias, contra la utilización de términos
injuriosos referidos a su persona.
"Á pesar de mi precisión, realizada en el
Juzgado, de que no tenía intención de injuriar y
de que posteriormente retiré el calificativo de
'rata' aplicado a la Sra. Iglesias, y lo hice
repetidas veces, quiero ante este Col·legi, al que
pertenezco, lamentar la utilización de este
término.
"A la vez, solicito formalmente amparo, ante las
reiteradas formas de sectarismo que, desde TVE,
ha practicado dicha Sra. desde su puesto de
Directora de los Servicios Informativos, con
informaciones sesgadas que más parecen
servicios de propaganda partidista que servicio a
la verdad.
"Solicito amparo ante los calificatifos de 'cínico'
y 'terrorista informativo' que me ha propinado la
Sra. Iglesias y ante la marginación sistemática de
cuantos logros profesionales haya podido realizar
tanto mi persona como el programa que
presento y dirijo, 'Protagonistas'.
"Espero y confío que llegue un día en que la
información de TVE sea la que exige la mayoría
de los españoles y la dignidad de nuestra
profesión: una información libre, veraz,
independiente y alejada de partidismos y
consignas sectarias.
"Cuando llegue ese dia, espero que nuestro
Col·legi de Periodistes de Catalunya manifieste
públicamente su satisfacción".
Después de recibir este escrito de Luis del Olmo,
la Comisión de Defensa le pidió que aportase
documentación que constatara las circunstancias
concretas en las que María Antonia Iglesias había
pronunciado los mencionados calificativos
dirigidos a su persona. El día 11 de diciembre,
Luis del Olmo escribió de nuevo al decano,
Josep Pernau, en los términos siguientes:
Luis del Olmo: "Solicito
amparo ante la marginación
sistemática de cuantos logros
profesionales haya podido
realizar mi persona"
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Querella y
conciliación
por una
carta a
Ebre
Informes /
Migjorn
En la sección "Correu del
lector" del semanario de
Tortosa Ebre Informes/
Migjorn, correspondiente a
la edición del 5 de
noviembre, apareció una
carta con el título "Sobre el
president de la Penya
Barcelonista", firmada por
F. Xavier Forés "y tres
compañeros más", donde
se criticaban supuestas
actitudes mantenidas por el
presidente de la Penya
Barcebre de Tortosa en los
locales de esta entidad: "Los
firmantes de este escrito
(clientes habituales del bar
de la Penya) fuimos objeto
de abuso de poder, al ser
obligados a levantamos de
una mesa
El día 27 de noviembre, el
director del semanario, el
periodista Artur Gaya
Iglesias, se dirigió a la
Demarcación de Tarragona
del Colegio solicitando
asesoría jurídica para asistir
a un acto de conciliación
previa a una querella
criminal que contra él
pretendía presentar el
presidente de dicha
agrupación barcelonista,
Vicenç-Josep Querol Vidal.
El Colegio puso a Artur
Gaya en contacto con el
cuadro jurídico de la casa
para la consulta pertinente,
y el día 30 se celebraba
dicho acto de conciliación.
El demandado propuso la
publicación en su semanario
del siguiente texto
aclaratorio:
"(...) En cuanto a la carta
aparecida el día 5 de
noviembre de 1992 bajo el
título 'Sobre el president de
la Penya Barcelonista', este
periódico quiere hacer las
siguientes puntualizaciones:
Que es norma de la sección
'Correu del lector' publicar
íntegramente las cartas
debidamente firmadas, en
las que se especifique el
domicilio y el DNI del autor,
y que no sobrepasen las 30
líneas; en segundo lugar,
que el semanario no
comparte necesariamente
las palabras que aparecen
en los escritos ni el
contenido de los mismos".
El demandante aceptó la
propuesta del director de
Ebre Informes /Migjorn y
la querella quedó en
nada.#
Después de casi tres años de un largo proceso de
elaboración y debate, en la sesión de clausura del
Segundo Congreso de los Periodistas Catalanes,
celebrada el domingo 1 de noviembre, se
proclamaba y se daba a conocer públicamente el
Código Deontológico, subtitulado "Declaración
de principios de la profesión periodística en
Catalunya". La gran mayoría de medios de
comunicación catalanes, tanto de prensa escrita
como de radio y televisión, asumían aquel día,
con un gran despliegue informativo, las normas
de conducta ética recogidas en los 12 criterios
del Código. Atrás quedaban los trabajos de una
Comisión ad hoc, en el seno del Colegio,
integrada por los miembros de las de Defensa
Profesional y Cultura, las distintas reuniones con
directores de los medios, y los encuentros con
todos los colegiados interesados en el tema y los
debates en varias sesiones de la Junta de
Gobierno, quien finalmente aprobó el Código en
su reunión plenaria del día 22 de octubre.
En las semanas inmediatamente posteriores a la
proclamación del Código, tanto el decano del
Colegio como el presidente de la Comisión de
Defensa y otros miembros de la junta
participaron en varios programas radiofónicos y
televisivos, en Catalunya y otros puntos del
Estado, en los que los principios éticos y de la
profesión en Catalunya y su aplicación práctica
fueron motivos de amplio debate.
Ya en la misma sesión de clausura del Segundo
Congreso, Josep Pernau hizo entrega oficial del
Código Deontológico al presidente de la
Federación de las Asociaciones de la Prensa de
España, Luis Apostua, y al de la Federación
Internacional de Periodistas, Jens Linde.
Posteriormente, las adhesiones al Código se irían
sucediendo, desde las individuales, como la del
humorista de prensa Antonio Fraguas, Forges,
hasta las de la Facultad de Ciencias de la
Información de la Universidad Autónoma de
Barcelona y de los Estudios de Periodismo de la
Universidad Pompeu Fabra, pasando por la de
un colectivo no organitzado de 30 periodistas
baleares o la de la asamblea de socios de la
El año del (ódigo
Deontológio
Asociación de la Prensa del Campo de Gibraltar.
Precisamente, el día 2 de diciembre el decano
fue a explicar el Código en un acto en el que
participaron también los directores de los
periódicos de Palma de Mallorca y el presidente
de la Asociación de Periodistas de Mallorca. En
noviembre, por otra parte, el vicedecano, Josep
Ma. Cadena, participó en Cuenca en una
reunión entre representantes de las facultades de
Ciencias de la Información de toda España y de
las asociaciones profesionales de periodistas, en
el transcurso de la cual fue entregado a los
presentes el documento deontológico.
Paralelamente iban apareciendo en numerosos
periódicos y revistas, en especial de Madrid y „
Barcelona, columnas y otros espacios de opinión
que reflejaban distintos puntos de vista sobre la
necesidad, interés y oportunidad del Código, así
como su viabilidad práctica en el día a día de la
labor periodística. Entre noviembre y diciembre, el
Colegio hizo una amplia distribución del Código
—en sus versiones catalana y castellana— entre
un exhaustivo abanico de instituciones y
organizaciones profesionales, sociales y políticas:
estudiantes y profesores de la Facultad de Ciencias
de la Información de la UAB, de los Estudios de
Periodismo de la Universidad Pompeu Fabra y de
otras facultades de Ciencias de la Información de
todo el Estado, asociaciones de la Prensa de toda
España, asociaciones de editores de prensa,
asociaciones especializadas de periodistas, la
Associació Catalana de la Premsa Comarcal, la
asociación Emissores Municipals de Catalunya
(EMUC), la Federado de Televisions Locals, la
Associació de Publicacions Periòdiques en Català,
editores de las distintas empresas periodísticas,
partidos políticos, sindicatos, organizaciones de
consumidores, colegios profesionales, rectores de
las universidades catalanas, el Gobierno del
Estado, la Generalitat de Catalunya, las
Diputaciones catalanas, la Federació de Municipis
de Catalunya, la Associació Catalana de
Municipis, el Congreso de los Diputados, el
Senado, el Parlament de Catalunya, el Síndic de
Greuges, el Defensor del Pueblo, el Tribunal
Constitucional, los gobiernos de las Comunidades
Autónomas, las instituciones judiciales, los jefes de
Prensa de las instituciones, etc.
En estos momentos, el Colegio está preparando
la edición de un cartel especial con la
reproducción del Código que será distribuido por
las redacciones de los medios.
Asimismo, la comisión ad hoc de Defensa y
Cultura está estudiando la fórmula más idónea
para dar los pasos siguientes en el proceso de
desplegamiento del Código. De un modo
inmediato, se quiere hablar con los editores de
los distintos medios a fin de que asuman la
declaración de principios éticos. A medio plazo,
el siguiente paso consiste en la creación del
"organismo arbitral, representativo, plural e
independiente de los poderes públicos" previsto
en la declaración final del Código y por cuyo
cumplimiento habrá que velar.
Mientras tanto, el Colegio ya se ha pronunciado,
en dos casos, a la luz del Código: la demanda de
amparo de María Antonia Iglesias (de la que se
habla ampliamente en este mismo Informe) y el
tratamiento informativo que algunos medios han
dado a los trágicos sucesos de Alcàsser (mediante
una nota reproducida en la página 45 del
anterior número de Capçalera). •
A la luz del Código, el
Colegio ya se ha pronunciado
en dos casos: la demanda de
M. A. Iglesias y el tratamiento
de los hechos de Alcàsser
